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A través del presente informe jurídico, se analizará el procedimiento 

administrativo que recae en el expediente N° 1563 - 2019 cuyo problema implica 

la falta de idoneidad del servicio, referida a actividades inmobiliarias. 

 

Así se tiene como denunciante a J. B. F. S (en adelante denunciante) y como 

denunciada a la inmobiliaria V. C. S.A (en adelante denunciada) por posibles 

infracciones referidas a que no se cumplió con empezar la edificación del Edificio 

2 del Condominio, no se habría cumplido con atender la carta notarial de 

denunciante y por cláusulas abusivas en el contrato inmobiliario. 

 

Para ello el denunciante ofreció durante el trámite del procedimiento 

administrativo diversos medios probatorios entre ellos del tipo documentales, los 

cuales se han valorado de manera conjunta y razonable. Asimismo, previamente 

a la emisión de un pronunciamiento con respecto al fondo del asunto se ha 

verificado que dicha denuncia no incurra en casual de improcedencia, 

específicamente sobre la cláusula abusiva, hecho que Comisión no analizó, a 

diferencia de Sala especializada.  

 

En conclusión, se analizará el presente expediente desde el marco de la 

Constitución vigente, el Código Consumo y el TUO de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General (LPAG), así como la aplicación de los principios de 

debido procedimiento, verdad material y presunción de licitud. 

 

Palabras clave: consumidor; idoneidad; carga de la prueba; verdad 

material; presunción de licitud. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR 

LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO. 

 

1. Síntesis de la Denuncia 

 
Mediante escrito presentado con fecha 11 diciembre 2019, J. B. F. S., (en 

adelante el denunciante) formuló denuncia contra la empresa V. C. S.A. por 

supuesta vulneración a las normas del Código de Consumo, sustentó su 

denuncia en los siguientes hechos.  

 

Fundamentos de hecho: 

Señaló que el 14 abril 2019, acudió a la feria “Nexo Inmobiliario” realizado en 

el Parque de la Exposición, en la que separó un departamento en el Edificio2 

del Condominio Santa Leonor ubicado en Av. Las Gaviotas cruce con Av. 

Defensores del Morro, distrito de Chorrillos, dicha separación se realizó con 

el monto de S/ 500.00 (quinientos soles). 

 

Afirmaron que posteriormente con fecha 17 mayo 2019, recibieron el correo 

de la Sra. E. E. mediante el cual les remitía la minuta de compraventa, 

precisando en el correo que a la firma de dicho contrato debía realizar el 

depósito de una parte de la cuota inicial, siendo ello así con fecha 22 mayo 

2019, realizó el depósito de S/ 6 000. 00 (seis mil soles). 

 

Asimismo, en cumplimiento al cronograma del contrato con fecha 31 julio 

2019, se realizó el depósito de S/ 4 000.00 (cuatro mil soles), quedando en 

total el monto ascendente a S/ 10 500. 00 (diez mil quinientos y 00/100 soles), 

entregados confiando en la información brindada por los representantes de 

la inmobiliaria. 

 

Indicó que a fines de agosto 2019 acudió a conocer los avances de la obra, 

encontrando que la construcción del Edificio 2 aún no había iniciado. Además, 

la construcción del Edificio 1 se encontraba paralizada, ante ello se acercó a 

la sala de ventas de la inmobiliaria a fin de solicitar explicaciones y la 

posibilidad de un posible desistimiento, a lo que recibió por respuesta que 
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ante temas de desistimiento se tenían que tratar con el área legal de la 

inmobiliaria, además se le hizo referencia a la cláusula de penalidad en el 

contrato. 

 

Medios de prueba: 

 Fotocopia de la carta notarial N° xxxx 

 Fotocopia de recibo abono de S/ 6000.00 y S/4000.00 

 Copia de recibo de Separación por el monto de S/ 500.00 

 Copia de Proforma N° 001361, del 20 abril 2019 

 Copia de Contrato de compraventa, firmado en las instalaciones de la 

sala de ventas en presencia del ejecutivo de ventas 

 Copia de anexo A (Cronograma de pagos) 

 Copia de anexos B y C (Planos y cuadro de acabados 

respectivamente) 

 Reclamo N° 00023009-2019-SAC/RC 

 Enlaces de Referencia (Se recomienda analizar código QR para 

acceder a los enlaces desde internet) 

 

2. Resolución Admisoria 

 
A través de la resolución N°1 con fecha 10 enero 2020, la secretaria tecnica 

de la Comisión de protección al consumidor dispuso: 

 

 El inicio del trámite de la denuncia del 11 diciembre 2019, presentada 

por el señor J. B. F. S contra V. C. S.A. por supuesta vulneración a las 

normas de la Ley No 29571, Código del Consumidor: 

 

Supuesta vulneración a los artículos 18° y 19° de la Ley Nº 29571, 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, en tanto el 

proveedor denunciado: a) No habría iniciado las obras de edificacion 

del Edificio 2 del Condominio “Santa Leonor” el 2 julio 2019 de acuerdo 

con lo ofertado. b) No habría atendido la carta notarial enviada por el 

denunciante el 17 setiembre 2019.  
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Por supuesta infracción del art. 49° de la Ley 29571, Código del 

Consumidor, en tanto la inmobiliaria denunciada incluyó la cláusula 

Novena en la Minuta del contrato del 25 mayo 2019, la cual sería 

“abusiva.”  

 

Asimismo, se dispuso a correr traslado a la denunciada V. C. S.A. para que 

presenten sus descargos en un plazo no mayor a cinco días hábiles contados 

desde la notificación. 

 

3. Síntesis de los Descargos  

Mediante escrito presentado el 30 enero 2020 la empresa V. C. S.A. presentó 

sus descargos, solicitando “recurso” de nulidad de la Resolución N° 1 que 

admite a trámite la denuncia, ello al considerar que no tiene motivación 

alguna. 

  

Fundamentos de hecho: 

Señalaron que la empresa no está obligada a responder todas las cartas 

notariales, que Indecopi al tener la intención de aplicar multas justifica la no 

respuesta de una comunicación para ser pasible de multas ilegales. 

 

Precisaron que la devolución de la totalidad del dinero entregado no 

corresponde calificar a Indecopi, sino al Poder Judicial, al tratarse de la 

discusión del contenido del contrato de compraventa, algo que no tiene nada 

que ver en absoluto con protección al consumidor. 

 

Afirmaron que la denuncia debe declararse improcedente, pues el no haber 

empezado las obras de edificación del Edificio 2 del Condominio “Santa 

Leonor” no puede ser materia de discusión en la vía administrativa, 

contractualmente los que han adquirido un departamento en dicho edificio 

tienen un plazo de entrega, compromiso que cumplirán. 
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Finalmente indicaron que Indecopi no puede calificar si una cláusula es 

abusiva ya que no es una entidad jurisdiccional, además que ello no ha sido 

solicitado por el denunciante. 

 

4. Resolución emitida por la comisión de protección al consumidor 

Mediante documento que contiene la resolución N° 1223-2020, la Comisión 

de protección al consumidor resolvió: 

 

 Declarar infundada la solicitud de nulidad de la Resolución N°1 y del Acta 

de la Audiencia de Conciliación deducida por V. C. S.A. 

 Declarar fundamentada la denuncia interpuesta por el denunciante J. B. 

F. S contra V Capital S.A por vulnerar los preceptos normativos de los art. 

18° y 19° del Código de Consumo, en los siguientes puntos: 

 

i. No se cumplió con empezar la construcción del Edificio 2 del 

Condominio “Santa Leonor” en julio 2019, de acuerdo a lo ofertado 

y, 

ii. No se cumplió con responder la Carta notarial del 17 setiembre 

2019. 

 

 Declarar fundamentada la denuncia interpuesta por el denunciante J. B. 

F. S contra V. C. S.A. por infracción al artículo 49 y el inciso a) del artículo 

51° de la Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

en tanto ha quedado acreditado que el proveedor denunciado incluyó en 

la minuta del contrato de compraventa de Bien Futuro, una cláusula 

abusiva de ineficacia relativa. 

 

Los argumentos que fundamentaron la resolución son: 

 

Respecto al pedido de nulidad se tiene que, si bien los hechos planteados en 

el presente caso pueden conllevar a la posible devolución de lo pagado por 

el denunciante, en calidad de medida correctiva, no conlleva de modo alguno 

a que la autoridad de consumo esté cuestionando o pronunciándose sobre la 
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validez del contrato; por tanto, ello no enerva la competencia de Indecopi para 

conocer la denuncia sobre los citados hechos. 

 

Por otro lado, respecto a que la inmobiliaria presuntamente no ejecutó la 

obligación de empezar la edificación del Edificio 2 del Condominio Santa 

Leonor en julio 2019 de acuerdo a lo ofertado, la Comisión consideró que la 

inmobiliaria no solo ha incumplido con empezar la edificación del Edificio 2 

del Condominio “Santa Leonor”, sino que el plazo de entrega ha sido 

trasladada a enero 2021, lo cual evidencia una afectación directa al 

denunciante en tanto la fecha de entrega de su departamento se encontraba 

supeditada a la culminación de la construcción del Edificio 1. 

 

Asimismo, respecto a que la inmobiliaria presuntamente no se cumplió con 

responder la carta notarial del 17 setiembre 2019, señalaron que de la 

revisión de la documentación no se evidencia que el denunciante hubiera 

cursado alguna carta notarial previa a la diligencia el 17 setiembre 2019, así 

como la empresa denunciada no ha acreditado haber atendido dicha 

comunicación a través de alguna vía distinta a la notarial. 

 

Finalmente, respecto al abuso de las presuntas cláusulas contenidas en los 

contratos de consumo, la comisión indicó que, a través de la cláusula 

cuestionada, la denunciada impuso al denunciante una penalidad que generó 

desequilibrio contractual en perjuicio del referido consumidor, en tanto faculta 

a la inmobiliaria a retener todo el dinero abonado por su departamento, hasta 

la fecha del desistimiento. En tal sentido la cláusula materia de análisis 

ocasionó una desventaja al señor Flores. 

Posteriormente la empresa denunciada al discrepar rotundamente con lo 

dispuesto por la Comisión del Consumidor entabló un recurso administrativo 

de apelación con la finalidad que la Sala, revoque y declare infundada la 

denuncia. 
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5. Recurso de Apelación  

El denunciado V. C. S.A,al discrepar rotundamente con lo dispuesto en la 

Resolución Final N° 1223-2020/CC2, de fecha 24 septiembre 2020, entabló un 

recurso administrativo (apelación) para que el superior jerárquico pueda revocar 

lo resuelto y no declare fundada la demanda en todos sus extremos, los 

argumentos del apelante fueron los siguientes: 

 

Fundamentos de hecho y de derecho 

 

 Señala que el lndecopi no tiene competencia para analizar la cláusula 

consignada en el contrato suscrito con el denunciante; dado que, la 

entidad competente para la interpretación de la misma es el Poder 

Judicial. Asimismo, Indecopi no solo pretende pronunciarse por las 

condiciones de las cláusulas del contrato, sino que también pretende 

evaluar si las cláusulas con abusivas o no. 

 Refiere que la carta notarial remitida por el denunciante de fecha 17 

setiembre 2019, fue respondida oportunamente, a través de carta notarial 

de fecha 27 setiembre 2019, la misma fue adjuntada en calidad de prueba. 

 Por otro lado, no se ha ocasionado un perjuicio al denunciante de S/. 10 

500, pues no se configura la causal para realizar ningún tipo de 

devolución, pues, la entrega del monto antes mencionado se encontraba 

pactado entre las partes. 

 Finalmente, la cláusula consignada en minuta de compraventa no existía 

una resultaba abusiva, toda vez que las estipulaciones fueron aceptadas 

por el presentante de la denuncia. 

 

De tal manera, a través de la Resolución N°4 del 03 diciembre 2020, la 

Secretaría de la Comisión de protección al consumidor, concedió el recurso 

administrativo de apelación a pesar de la Resolución Final N° 1223-2020 / 

CC2. 
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6. Resolución Emitida por El Tribunal de Defensa de la Competencia y de 

la Propiedad Intelectual 

A través de la Resolución N° 0282-2021/SPC-INDECOPI del 04 febrero 2021, 

la Sala de protección al consumidor resolvió: 

 

 Revocar la Resolución 1223-2020 / CC2 del 24 setiembre 2020, cuya 

emisión fue de la Comisión del consumidor, en el considerando que 

precisó como fundamentada la denuncia del consumidor J. B. F. S contra 

V. C. S.A. por vulneración de los arts. 18° y 19° del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor, en consecuencia, se declara infundada las 

mismas, al haber quedado acreditado que la denunciada no incurrió en 

dichas conductas. 

 Revocar la Resolución 1223-2020 / CC2 en el extremo que declaró 

fundada la denuncia interpuesta por el señor J. B. F. S contra V. C. S.A. 

por infracción de los artículos 49 y 51 literal a) del Código del Consumidor, 

respecto a la presunta inclusión de una cláusula abusiva en el contrato de 

compraventa; y, por lo tanto, no se declarará procedente la misma, por 

adolecer de interés para obrar, al haberse verificado que dicha cláusula 

no fue opuesta al interesado, con anterioridad a la interposición de su 

denuncia. 

 Dejar sin efecto la Resolución 1223-2020 debido a que sancionó a V. C. 

S.A. con una multa (4,44 UIT), así como el pago de costos y costas, su 

inscripción en el RIS del Indecopi y la remisión de la resolución impugnada 

a la Comisión Sede Lima Sur N° 3. 

 

Aquellos fundamentos que pudieron motivar la Resolución fueron las 

siguientes: 

 

Sobre la falta de construcción del Edificio 2 precisaron que la denuncia del 

presente procedimiento versa sobre la falta de inicio de la construcción del 

Edificio 2, mas no sobre la falta de entrega del departamento que adquirió. 

 

Asimismo, de la revisión del documento denominado “forma de pago”, en el 

cual se consignó lo siguiente. “fecha de entrega (Edificio 02 SL) inicio Julio 
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2019, entrega julio 2020”, se tiene que, del documento presentado por el 

denunciante, consideran que el mismo por sí solo no genera certeza, en tanto 

si bien se consignó la indicación “Inicio: Julio 2019”, no existe alguna 

indicación adicional que permita colegir que dicha fecha se encontraba 

vinculada al inicio de la construcción del Edificio 2, en el cual se encontraría 

el departamento que adquirió el consumidor. 

 

Por lo tanto, correspondía que el denunciante presentara los documentos 

pertinentes a fin de acreditar el hecho denunciado (fotografías, inspección o 

algún otro elemento que demuestre el incumplimiento del inicio de obra por 

parte de la Inmobiliaria); sin embargo, no se advierte ello. 

 

Respecto a la falta de respuesta de la carta notarial enviada por el 

denunciante de fecha 17 setiembre 2019 se tiene que, de la revisión del 

medio probatorio presentado por la Inmobiliaria, ante la presente instancia, 

se advierte que en efecto cumplió con atender la carta notarial remitida por el 

denunciante de fecha 17 setiembre 2019. Ello, en la medida que a través de 

dicho documento se detallaron los motivos del porque su solicitud de 

resolución contractual no procedía. Cabe precisar, que el documento en 

mención fue diligenciado al domicilio del consumidor el 05 octubre 2019. 

 

Por último, sobre la cláusula abusiva la Sala señaló que en el caso en 

concreto el denunciante, al momento de interponer su denuncia, se limitó a 

alegar que la cláusula materia de denuncia, contenida en el contrato suscrito 

con la Inmobiliaria, era una disposición que resultaría lesiva a sus derechos 

y favorecerían a la Inmobiliaria, sin siquiera invocar - menos aun acreditar - 

un perjuicio o daño ocasionado como consecuencia de la aplicación o 

exigibilidad del cumplimiento de dicha cláusula por parte de la denunciada 

 

Asimismo, de acuerdo a los hechos narrados por el señor Flores en su 

denuncia, se colige que efectivamente la cláusula cuestionada no fue 

aplicada al consumidor para tal oportunidad; siendo que, la misma recién fue 

aplicada durante la tramitación del presente procedimiento, esto es, de forma 

posterior a la presentación de su denuncia 
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Por lo anterior, el denunciante, cuando presentó su denuncia, carecía de 

necesidad legítima para cuestionar el presente extremo denunciado, 

resultando inviable que la autoridad administrativa emita un pronunciamiento 

de fondo al respecto. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

1. Posibilidad de ofrecimiento de medio probatorio en el recurso de 

apelación en un procedimiento de protección al consumidor. 

 

Identificación y análisis 

En el presente caso, la empresa denunciada V. C. S.A. en su recurso 

(apelación) presentó carta notarial del 27 setiembre 2019 como sustento 

de respuesta a la carta notarial del denunciante (J. B. F. S) de fecha 17 

setiembre 2019. 

 

El problema jurídico es si los administrados, particularmente el 

denunciado, se encuentra en la posibilidad de ofrecer medios probatorios 

en su recurso de apelación o es que solo es posible en los descargos, más 

aún si dicho medio probatorio es determinante para dar solución a la 

imputación de cargos. 

 

Siendo así, la institución jurídica necesaria para el ofrecimiento de medios 

probatorios es el debido procedimiento administrativo, el cual se encuentra 

regulado y reconocido en el Texto Único Ordenado de la ley del 

Procedimiento Administrativo General Decreto Supremo 004-2019-JUS1 

en su artículo IV:  

 

 

 

                                                
1 TUO Ley del Procedimiento Administrativo General (LPAG No 27444) 



 

13 

 

Artículo IV. Principios del procedimiento administrativo 

 

1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los 

siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios 

generales del Derecho Administrativo: (…) 

1.2. Principio del debido procedimiento. - Los administrados gozan de los 

derechos y garantías implícitos al debido procedimiento administrativo. 

Tales derechos y garantías comprenden, de modo enunciativo mas no 

limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar 

los cargos imputados; a exponer argumentos y a presentar alegatos 

complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de la 

palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, fundada 

en derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo razonable; 

y, a impugnar las decisiones que los afecten. 

La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los 

principios del Derecho Administrativo. La regulación propia del Derecho 

Procesal es aplicable solo en cuanto sea compatible con el régimen 

administrativo 

 

Así mismo, debe tenerse en cuenta que si bien en el proceso civil, los 

medios probatorios se ofrecen en los actos postulatorios, sin embargo, al 

encontrarnos en un procedimiento administrativo especial (sancionador) 

es posible que las reglas de preclusión se flexibilicen. 

 

Sobre la verdad material, es importante recordar que el inciso 11 del 

artículo IV del Texto Único Ordenado de la ley del Procedimiento 

Administrativo General Decreto Supremo 004-2019-JUS2 establece lo 

siguiente: 

 

En el procedimiento, la autoridad administrativa competente deberá 

verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, 

para lo cual deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias 

                                                
2 TUO Ley del Procedimiento Administrativo General (LPAG N° 27444) 
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autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los 

administrados o hayan acordado eximirse de ellas. 

 

Así, si se tiene en cuenta los principios de verdad material y primacía de 

la realidad, porque en base a estos principios no debe buscarse una 

verdad de los hechos en el sentido formal, sino que debe buscarse qué ha 

ocurrido materialmente en los hechos, evitando formalismos que impidan 

a plenitud el conocimiento de los hechos. 

 

Ello se condice con lo precisado en el artículo 172 del Texto Único 

Ordenado de la LPAG, el cual establece que: “los administrados pueden 

en cualquier momento del procedimiento, formular alegaciones, aportar los 

documentos u otros elementos de juicio, los que serán analizados por la 

autoridad, al resolver”. 

 

2. Competencia del Indecopi para resolver sobre cláusulas de un 

contrato privado. 

 

Identificación y análisis 

La empresa V. C. S.A., (en adelante “la denunciada”) señaló que el 

cuestionamiento referido a que la cláusula consignada en el contrato de 

compraventa era abusiva o no, tiene que ser revisado por el órgano 

jurisdiccional, por lo que se cuestiona la competencia del Indecopi para 

conocer de estas contingencias. 

 

Así el problema jurídico es si el Instituto Nacional de Defensa de la 

Competencia y Protección Propiedad Intelectual tiene competencia o no la 

tiene para pronunciarse en cuestiones referidas a presuntos abusos sobre 

cláusulas en los contratos de compraventa. 

 

Para efectuar un análisis adecuado y dar posteriormente una posición 

sobre este problema es necesario comprender que, entre otras, las 

decisiones finales del Indecopi son actos administrativos. 
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Y como actos administrativos debe cumplir para su validez los siguientes 

requisitos: competencia, objeto o contenido, procedimiento regular, 

finalidad pública y motivación.  

 

Sobre el requisito de competencia el Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General D.S. 004 / 2019 / JUS 3 en su 

artículo 3 establece lo siguiente: 

 

Artículo 3.- Requisitos de validez de los actos administrativos 

Son requisitos de validez de los actos administrativos: 

1.Competencia. - Ser emitido por el órgano facultado en razón de la 

materia, territorio, grado, tiempo o cuantía, a través de la autoridad 

regularmente nominada al momento del dictado y en caso de órganos 

colegiados, cumpliendo los requisitos de sesión, quórum y deliberación 

indispensables para su emisión.  

 

Siendo así, el Indecopi como Administración Pública se encuentra obligada 

a verificar si para cada actuación que realice es o no competente puesto 

que lo decidido, sin observar la competencia, podría generar la nulidad de 

la decisión. 

 

Sobre la competencia debe acotarse que se establece por ley dichas 

asignaciones y/o distribuciones de roles (competencias). 

 

En ese sentido, el Decreto Legislativo 1033 4 de 2008 en su artículo 2 

establece como funciones del agente de competencia (Indecopi): 

 

Artículo 2.- Funciones del INDECOPI:  

2.1 El INDECOPI es el organismo autónomo encargado de: (…) 

d) Proteger los derechos de los consumidores, vigilando que la 

información en los mercados sea correcta, asegurando la idoneidad de 

                                                
3 TUO Ley del Procedimiento Administrativo General (LPAG N° 27444) 
4 Decreto Legislativo N° 1033  
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los bienes y servicios en función de la información brindada y evitando la 

discriminación en las relaciones de consumo. 

 

La disposición jurídica antes referida asignó al Indecopi el rol de protección 

a los intereses de los consumidores, derechos y obligaciones que se 

encuentran regulados, principalmente, en el Código de Protección y 

Defensa del Consumidor. 

 

En ese contexto, el referido Código del Consumidor (2010) – Ley N° 

295715 reconoce como derecho de todo consumidora la: “protección de 

sus intereses económicos y en particular contra las cláusulas abusivas, 

métodos comerciales coercitivos, especulación o acaparamiento en 

situación de emergencia debidamente declaradas o cualquier otro delito 

análogo e información interesadamente equívoca sobre los productos o 

servicios” (artículo 1.1.c) 

 

En dicha línea normativa se regula sobre las cláusulas abusivas y tipos en 

el capítulo II del Título II del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, en consecuencia, el Indecopi sí tiene posibilidad de resolver 

actuaciones referidas a cláusulas abusivas. 

 

3. Posibilidad de nulidad de imputación de cargos 

Identificación y análisis 

La empresa denunciada V. C. S.A. en el procedimiento basado en la 

protección al consumidor solicitó se declare la nulidad de la imputación de 

cargos que se le efectuó en su contra, al precisar que el consumidor que 

presentó la denuncia no presentó pruebas que sustentaran los sucesos 

materia de denuncia.  

 

Así, el problema jurídico es si era adecuado o no que el denunciado pueda 

presentar solicitud de nulidad de la imputación de cargos. 

 

                                                
5 Código de Protección y Defensa del Consumidor (Ley N° 29571) 
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La nulidad del acto administrativo es la consecuencia que se impone a un 

acto que tiene vicios trascendentes insubsanables, siempre que se cumpla 

e incurra en los supuestos establecidos en el Texto Único Ordenado de la 

Ley del Procedimiento Administrativo General D. S. 004 / 2019 / JUS 6 en 

su artículo 10, así señala: 

 

“Artículo 10.- Causales de nulidad 

Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno 

derecho, los siguientes: 

 1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas 

reglamentarias. 

 2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo 

que se presente alguno de los supuestos de conservación del acto a 

que se refiere el artículo 14. 

 3. Los actos expresos o los que resulten como consecuencia de la 

aprobación automática o por silencio administrativo positivo, por los 

que se adquiere facultades, o derechos, cuando son contrarios al 

ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen con los requisitos, 

documentación o tramites esenciales para su adquisición. 

 4. Los actos administrativos que sean constitutivos de infracción 

penal, o que se dicten como consecuencia de la misma.” 

 

La nulidad no puede ser interpuesta en un procedimiento como mejor le 

convenga al administrado, sino que debe utilizarse de acuerdo a cómo se 

otorgan los mecanismos de tutela; así se tiene a la nulidad de oficio y de 

parte; este último se solicita teniendo en cuenta que: “Los administrados 

plantean la nulidad de los actos administrativos que les conciernan por 

medio de los recursos administrativos previstos en el Título III Capítulo II 

de la presente Ley” (Texto Único Ordenado de la ley del Procedimiento 

Administrativo General Decreto Supremo 004-2019-JUS en su artículo 11). 
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Siendo así, a diferencia del proceso civil en el cual la nulidad se pueda 

solicitar con independencia de un recurso, de acuerdo al artículo 11 del 

Texto Único Ordenado de la ley del Procedimiento Administrativo General 

se solicita mediante recurso. 

 

Ahora bien, la resolución de imputación de cargos importa ser un acto 

administrativo de trámite, mas no final; por lo que en principio no 

corresponde interponer recurso contra dicho acto administrativo, salvo que 

siendo de trámite cause indefensión al administrado o impida la 

continuación del procedimiento administrativo. 

 

En conclusión, la nulidad se propone en los recursos administrativos, salvo 

la nulidad de oficio. 

 

4. Sobre la imputación adecuada de los cargos a la denunciada  

En el caso concreto la Secretaría de la Comisión de protección al 

consumidor, entre otros, imputó que: 

 

PRIMERO: Se admite a trámite la denuncia del 11 diciembre 2019, 

presentado por el consumidor J. B. F. S contra V. C. S.A. por supuesta 

vulneración a las normas del Código de Consumo, por  

(…) 

Supuestas infracciones al artículo 49° - Ley N° 29571, Código del 

Consumidor, en tanto el denunciante incluyó en la minuta de 

compraventa la cláusula novena del 25 mayo 2019, la cual sería 

abusiva.  

 

Dicha imputación de cargos obedeció a fin de castigar el siguiente 

presunto hecho: “habría incluido la cláusula Novena en la Minuta de 

Compraventa del 25 mayo 2019, la cual sería abusiva”. 

 

Por lo que, el problema jurídico es si la Secretaría Técnica imputó o no 

adecuadamente los cargos a la denunciada. 
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La imputación de cargos juega un rol muy importante en el ámbito del 

principio del debido procedimiento administrativo; sin embargo, este 

principio no es el único influenciado con la imputación de cargos sino 

también considero que debe aplicarse el principio de tipicidad el cual se 

refiere a que la Administración debe adecuar la conducta al hecho previsto 

por la norma infractora. 

 

Particular definición tiene dicho principio en el Texto Único Ordenado de la 

ley del Procedimiento Administrativo General D. S. 004 / 2019 / JUS 7 en 

su artículo 248 señala que: 

 

Tipicidad. - Solo constituyen conductas sancionables 

administrativamente las infracciones previstas expresamente en 

normas con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin 

admitir interpretación extensiva o analogía. Las disposiciones 

reglamentarias de desarrollo pueden especificar o graduar aquellas 

dirigidas a identificar las conductas o determinar sanciones, sin 

constituir nuevas conductas sancionables a las previstas 

legalmente, salvo los casos en que la ley o Decreto Legislativo 

permita tipificar infracciones por norma reglamentaria. 

 A través de la tipificación de infracciones no se puede imponer a 

los administrados el cumplimiento de obligaciones que no estén 

previstas previamente en una norma legal o reglamentaria, según 

corresponda. 

 En la configuración de los regímenes sancionadores se evita la 

tipificación de infracciones con idéntico supuesto de hecho e 

idéntico fundamento respecto de aquellos delitos o faltas ya 

establecidos en las leyes penales o respecto de aquellas 

infracciones ya tipificadas en otras normas administrativas 

sancionadoras. 
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

1. Posibilidad ofrecimiento medio probatorio en el recurso de apelación 

en un procedimiento de protección al consumidor 

Conforme al análisis vertido anteriormente, el ofrecimiento de los medios 

probatorios en los recursos no se encuentran prohibidos expresamente en 

la normativa especial (Código del Consumidor y demás normas del 

Indecopi) ni general (TUO Ley del Procedimiento Administrativo General - 

LPAG), sino más bien tienen sustento en los principios de verdad material 

y debido procedimiento administrativo, por los cuales se busca flexibilizar 

la regla de la preclusión, en aras del deber que tiene la Administración de 

sustentar adecuada y suficientemente sus decisiones. 

 

En el caso, una de las controversias de fondo consistía en si la carta 

notarial remitida por el denunciante de fecha 17 setiembre 2019, fue 

atendida oportunamente o no; a lo que la empresa denunciada V. C. S.A. 

no ofreció medios probatorios que acrediten una respuesta a dicha carta 

del consumidor, sino se alegó -en un inicio- que fue respondida de forma 

verbal. 

 

No obstante, la Comisión especializada en Protección al Consumidor 

impuso una sanción puesto que no le resultó suficiente el solo alegato que 

se había cumplido con dar la respuesta a la carta notarial remitida por el 

consumidor; es así que la denunciada en su recurso de apelación ofrece 

como medio probatorio un documento notarial de fecha 27 setiembre 

2019, el cual fue enviada al denunciante el 5 octubre 2019.  

 

Por lo que, siendo un elemento probatorio importante para que el Indecopi 

emita una decisión sobre si corresponde sancionar o no a la denunciada, 

sí correspondía se admita dicho medio probatorio (carta notarial de fecha 

27 setiembre 2019), pues de lo contrario se podrían contravenir los 

principios de verdad material y debido procedimiento administrativo. 
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En conclusión, sí es posible que se pueda ofrecer y se admitan los medios 

probatorios en la presentación de los recursos administrativos, pues no 

solo se puede ofrecer ante el órgano resolutor (Comisión). 

 

2. Competencia del INDECOPI para resolver sobre cláusulas de un 

contrato. 

La empresa V. C. S.A., (en adelante “la denunciada”) señaló que el 

cuestionamiento referido a que la cláusula consignada en el contrato de 

compraventa era abusiva o no, tiene que ser revisado por el órgano 

jurisdiccional, por lo que se cuestiona la competencia del Indecopi para 

conocer de estas contingencias. 

 

Al respecto, sobre dicho problema considero que en principio los 

cuestionamientos sobre los contratos y sus cláusulas sí pueden ser 

resueltos en la vía jurisdiccional civil, puesto que para el caso concreto 

estamos ante relaciones jurídicas civiles dentro de las normas que regulan 

el orden privado (principalmente Código Civil). 

 

No obstante, conforme al artículo III del Título Preliminar del Código de 

Consumo corresponde dentro del ámbito de aplicación a aquellas 

situaciones en que se encuentre directa o indirectamente expuesto o 

comprendido por una relación de consumo o en una etapa preliminar a 

ésta. 

 

Sobre la relación de consumo se señala lo siguiente en la doctrina: 

 

La relación de consumo, inicialmente concebida como una relación 

casi interindividual entre el productor y/o vendedor y el adquirente y/o 

consumidor, para la cual bastaba el tratamiento a nivel de derecho 

privado, ha evolucionado de tal manera que requiere en determinadas 

situaciones nuevos tratamientos jurídicos que vayan más allá de la 

esfera privada, precisamente por el sobredimensionamiento de los 

mercados y las operaciones que se dan dentro de ellos, haciendo 



 

22 

 

necesario su tratamiento por las normas de derecho público estatal: 

constitucionales, administrativas, etc.” (Corrientes, 1994, pg. 13). 

 

Así mismo, en el capítulo II del Título II del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor se regula las prohibiciones de las cláusulas 

abusivas de ineficacia absoluta y relativa, teniendo cada una un matiz 

diferente. 

 

En ese sentido, el Indecopi sí es competente para resolver situaciones en 

que se aleguen la existencia de relación de consumo (bajo el amparo del 

artículo III del Código de Protección y Defensa del Consumidor) y que 

además presuntamente, cuando sea por iniciativa de parte, exista una 

cláusula abusiva que emane de un contrato de adhesión o en base a 

cláusulas generales de contratación. 

 

En conclusión, no era adecuado el argumento de la empresa denunciada 

al cuestionar la competencia del Indecopi sobre la presunta infracción al 

Código de Protección y Defensa del Consumidor en base a supuesta 

cláusula abusiva, pues sí se tiene competencia para resolver y decidir 

sobre dichos extremos, en la medida que se actúe dentro del marco de la 

ley en base a los principios de legalidad y ejercicio legítimo de poder. 

 

3. Posibilidad de nulidad de imputación de cargos. 

La empresa denunciada V. C. S.A. en el procedimiento de protección al 

consumidor materia del presente expediente solicitó nulidad de la 

imputación de los cargo, considerando que el denunciante no ofreció 

medios probatorios que sustentaran los hechos materia de denuncia.  

 

Al respecto, considero que la denunciada no presentó un recurso 

administrativo solicitando la nulidad del acto de imputación de cargos, por 

lo que de acuerdo al artículo 11 del Texto Único Ordenado de la ley del 

Procedimiento Administrativo General no correspondía solicitarla como un 

escrito de descargos, pues este tiene como fin alegar y acreditar los 

hechos que desvirtúen los cargos imputados. 
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Incluso la denunciada cuestiona con nulidad sobre el hecho que la 

denunciante no acreditó a través de medios probatorios los hechos 

materia de denuncia; sin embargo, ese aspecto es de fondo puesto que 

requiere un análisis del acervo probatorio ofrecido y determinar con ello si 

se incurrió o no en infracción, declarando así infundada o fundada la 

denuncia. 

 

En conclusión, no correspondía amparar la nulidad propuesta por la 

denunciada, puesto que finalmente su sustento de nulidad fue resuelto en 

las resoluciones finales en los cuales existe pronunciamiento sobre el 

fondo. 

 

4. Sobre la imputación adecuada de cargos a la denunciada  

En el caso concreto, la Secretaría Técnica de la Comisión de Protección 

al Consumidor, imputó como cargos la presunta infracción al artículo 49° 

del Código de Protección y Defensa del Consumidor respecto del hecho 

que la inmobiliaria denunciada incluyó la cláusula novena en la minuta del 

contrato del 25 mayo 2019, la cual sería abusiva.  

 

No obstante, si el hecho que se atribuye al denunciado es una cláusula 

abusiva, considero corresponde que se impute el artículo 51 a) del Código 

del Consumidor. 

 

De allí que con acierto la Comision el acto administrativo definitivo varió 

por integración la imputación de los cargos no solo precisando un presunto 

agravio al artículo 49, sino también al artículo 51 a) del Código de 

Consumo. 

 

Dicha subsanación sobre la imputación, teniendo en cuenta que se podría 

vulnerar el debido procedimiento el cual es requisito de validez del acto 

administrativo; sin embargo, dicha imputación (al art. 51 “a”) del Código 

de Protección y Defensa del Consumidor) efectuada en resolución final no 

ha causado indefensión a los administrados. 
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Por lo tanto, la secretaría técnica en su resolución de admisión de trámite 

e imputación de cargos no efectuó una adecuada previsión normativa 

aplicable al caso concreto, hecho que fue corregido luego por la Comisión 

de Protección al Consumidor.  

 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS  

 

Respecto de la Resolución de la Comisión de Protección al 

Consumidor  

 Sobre el incumplimiento en la construcción Edificio 2 

La imputación de cargos fue la siguiente: “La empresa denunciada no 

ejecuto la obligación de empezar la edificación del Edificio 2 del 

Condominio “Santa Leonor” en julio 2019 de acuerdo con lo ofertado”. 

(Imputación precisada en la Resolución Final) 

 

Al respecto, debe recordarse que en materia de protección al consumidor 

por regla general quien alega un hecho debe acreditarlo, así el consumidor 

quien es el denunciante debe acreditar los hechos que son constitutivos 

de infracción. 

 

Ello en la medida que, a los proveedores al calificar como presuntos 

infractores, les asiste el principio de presunción de licitud, el que refiere 

que: “se considera que todo administrado ha actuado conforme al 

ordenamiento jurídico mientras no se acredite lo contrario”. 

 

En el caso, se alega que se habría vulnerado la idoneidad del servicio 

siendo esta: “la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo 

que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, la 

publicidad e información transmitida, las condiciones y circunstancias de 

la transacción(…)” (Art. N° 18 del Código de Consumo). La doctrina señala 

sobre la idoneidad, lo siguiente: 
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“Tal correspondencia entre lo esperado y lo recibido se determina 

atendiendo a ciertas consideraciones relevantes. Son esas 

consideraciones las que llevan a la autoridad a arribar a la conclusión 

de que estamos en un caso en el que el consumidor tiene expectativas 

tutelables.” (Rodríguez, 2014, p. 304) 

 

En el mismo sentido sobre el consumidor la doctrina peruana señala: 

 

“El deber de idoneidad consiste en entregar el producto o brindar el 

servicio en función de lo que espera recibir el consumidor razonable, 

quien espera lo que sabe del producto, en base a la información que 

tenía disponible. Y si el proveedor no entrega el producto con las 

mismas características a las señaladas, este tendría la 

responsabilidad de dicha satisfacción del consumidor, debido a que 

no brindó la información suficiente o brindó información falsa. Por 

tanto, en el análisis de idoneidad corresponderá observar si el 

consumidor recibió lo que se esperaba sobre la base de lo que se le 

informó.” (Carbonell, 2015, p. 142) 

 

Sobre el consumidor razonable Alfredo Bullard (2010) señala:  

 

“Hablar de un consumidor razonable no es hablar de un consumidor 

experto o excesivamente exigente y cuidadoso. No es un consumidor 

racional, calculador y frío capaz de analizar con detalle todas las 

alternativas como si fuera una calculadora. Por el contrario, es una 

persona que actúa con la diligencia ordinaria que se le puede exigir a 

cualquier persona según las circunstancias.” (Bullard, 2010, p. 9) 

 

Siendo así, el denunciante alega que la denunciada no ejecuto la 

obligación de empezar la edificación del Edificio 2 del Condominio 2 “Santa 

Leonor”, pero no ofrece medios probatorios que acrediten con precisión 

cuando debió hacerse la entrega e inicio de obra. Pues en relación a esta 

infracción ofrece documento denominado “proforma” en el cual se da 
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cuenta que el inicio del edificio será en julio 2019 mientras que la entrega 

en julio 2020. 

 

Ahora, la denuncia no es por falta de entrega sino de inicio de construcción; 

el denunciante alega que a la fecha de la denuncia no se ha realizado 

avance; no obstante, dichos hechos no fueron acreditados de manera 

suficiente pues no basta con el silencio del denunciado para considerar 

que la infracción se ha cometido, pues se contravendría al principio de 

presunción de licitud. 

 

Más aún la Comisión de Protección al Consumidor, valoró adecuadamente 

como medio probatorio el Diario “El Comercio” sobre hechos que no fueron 

materia de imputación de cargos, así con dicho informe periodístico 

únicamente se está acreditando cuando se realizará la entrega de la 

unidad residencial, mas no señala cuando se iniciará o inició la 

construcción. 

 

Por lo tanto, la Comisión del Consumidor no ha considerado el principio de 

presunción de licitud, además de que para considerar que un sujeto ha 

cometido infracción el hecho debe estar debidamente acreditado. Por lo 

tanto, discrepo con lo resuelto en este apartado. 

  

 Sobre la falta de atención de la carta notarial remitida por el 

denunciante de fecha 17 de setiembre de 2019  

Una de las controversias de fondo consistía en si la carta notarial remitida 

por el denunciante de fecha 17 setiembre 2019, fue atendida 

oportunamente o no; a lo que la empresa denunciada V. C. S.A. no ofreció 

medios probatorios que acrediten una respuesta a dicha carta del 

consumidor, sino se alegó -en un inicio- que fue respondida de forma 

verbal. 

 

Sobre la carga de probar en un procedimiento de protección al consumidor 

la doctrina señala: 
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“El consumidor tiene la carga de probar la existencia del defecto 

alegado en el bien o servicio y, una vez acreditado ello, se invierte la 

carga probatoria sobre el proveedor, quien debe acreditar que no es 

responsable por el referido defecto. Este criterio se sustenta en que 

es el consumidor quien está en posesión del bien o ha gozado del 

servicio prestado por el proveedor quien puede probar la existencia 

del defecto alegado en el bien o servicio. Sin embargo, es el 

proveedor, quien cuenta con información sobre el proceso productivo, 

quien puede acreditar que el defecto no se debe a problemas en los 

procesos de fabricación, distribución o comercialización del bien o 

servicio.” (Tito y Puell, 2009, p. 38) 

 

Al respecto, obra en el expediente carta notarial de respuesta a la carta 

enviada por el denunciante, el cual fue recepcionado el 05 de octubre de 

2019. No obstante, dicho medio probatorio no se ofreció desde un principio 

o en la etapa del primer análisis efectuado por la Comisión. 

 

Por lo que, lo resuelto por dicha Comisión resulta adecuado puesto que 

quien tenía la carga de la prueba para acreditar que sí respondió la carta 

de la denunciante es la denunciada. Por lo tanto, me encuentro de acuerdo 

con la Comisión de Protección al Consumidor pues a dicho momento el 

denunciado no ofreció carta de respuesta. 

 

 Sobre la presunta cláusula abusiva  

La Comisión de Protección al Consumidor resolvió sancionar por la 

comisión de infracción por cláusulas abusivas, puesto que se consideró 

que se imputó como infracción: 

 

“Por supuesta vulneración al precepto establecido en el artículo 49° 

de la Ley 29571, Código de Protección del Consumidor, en tanto la 

inmobiliaria denunciada incluyó la cláusula Novena precisada la 

Minuta del contrato del 25 mayo 2019, la cual sería abusiva.” 
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Se entiende por cláusula abusiva: “aquellas estipulaciones no negociadas 

individualmente que, en contra de las exigencias de la buena fe, coloquen 

al consumidor, en su perjuicio, en una situación de desventaja o 

desigualdad o anulen sus derechos” (Art. 49.1 Código de Consumo) 

  

En el caso concreto, no correspondía pronunciamiento sobre el fondo, 

puesto que no se ha acreditado la existencia de oposición de parte de la 

denunciada aplicando la cláusula abusiva, por lo que al no existir 

afectación al derecho subjetivo del denunciante correspondía declarar 

improcedente la denuncia. 

 

Por lo tanto, no me encuentro de acuerdo con la Comisión de Protección 

al Consumidor pues no evaluó si dicha presunta cláusula abusiva generó 

o no una afectación concreta, sin perjuicio que se realice un procedimiento 

administrativo de oficio. 

Respecto de la Resolución de la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor  

 

 Sobre la falta de construcción del Edificio 2  

Sobre el hecho que la empresa denunciada no se cumplió la obligación de 

empezar con la edificación del Edificio 2 del Condominio “Santa Leonor” 

en julio 2019 conforme a lo ofertado.  

 

Al respecto, la Sala sí valoro adecuadamente el medio probatorio: 

proforma, cartas, comunicaciones e incluso el documento periodístico del 

Diario El Comercio. 

 

Sobre este último, la Sala Especializada en Protección al Consumidor se 

advirtió que no buscaba acreditar el hecho materia de infracción (falta de 

inicio de construcción) sino fecha de entrega del edificio. 

Por las razones expuestas, concuerdo con la Resolución expresada por la 

Sala de Protección al Consumidor pues ha considerado el principio de 

presunción de licitud, además de que para considerar que un sujeto ha 

cometido infracción el hecho debe estar debidamente acreditado, lo que 
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se advirtió en esta resolución de segunda instancia. En consecuencia, me 

encuentro de acuerdo con este extremo de la denuncia. 

 

 Sobre la falta de atención de la carta notarial remitida por el 

denunciante de fecha 17 setiembre 2019  

Teniendo en cuenta que el fondo de la controversia consistía en si la carta 

notarial remitida por el denunciante de fecha 17 setiembre 2019, fue 

atendida oportunamente o no; a lo que la empresa denunciada V. C. S.A. 

no ofreció medios probatorios que acrediten una respuesta a dicha carta 

del consumidor, sino se alegó -en un inicio- que fue respondida de forma 

verbal. 

 

Al respecto, de acuerdo al análisis de los medios probatorios estoy de 

acuerdo con ambas resoluciones, pese a que ambas decisiones tienen 

resoluciones contrapuestas (la revocaron). Ello en la medida que sí 

correspondía sancionar a la empresa denunciada en primera instancia, lo 

que no era necesario cuando resolvió la Sala Especializada en Consumidor 

puesto que se ofrecieron pruebas nuevas. 

 

 Sobre la presunta cláusula abusiva  

Sobre este extremo de la denuncia debe recordarse que para interponer 

una denuncia y amerite pronunciamiento sobre el fondo esta debe cumplir 

con requisitos de la relación jurídica procedimental. Así se imputó como 

cargo: 

 

Por supuesta vulneración a los preceptos del artículo 49° de la Ley 

29571, Código del Consumidor, por lo que la inmobiliaria denunciada 

incluyó la estipulación Novena dentro de la Minuta del contrato del 25 

mayo 2019, la cual sería abusiva.  

 

Así para el caso concreto, no correspondía emitir pronunciamiento sobre 

el fondo, sino en principio debió verificarse si se contaba con interés 

legítimo; lo que no existía ya que el denunciante solo hace alegatos de una 

cláusula de su contrato, sin acreditar una afectación concreta. 
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El interés para obrar para Roberto Dromi (2005) es el siguiente: 

 

En efecto, es un requisito indispensable el interés para obrar para así 

iniciar o continuar con un procedimiento administrativo que tutela los 

derechos de los consumidores ante las instalaciones del Indecopi. En ese 

sentido, el procedimiento administrativo es un instrumento de gobierno 

que describe, articula, regula y a la vez habilita el ejercicio de las 

prerrogativas públicas que integran el poder, es decir, se trata de un 

instrumento de gobierno y de control que cumple una doble misión 

republicana: el ejercicio del poder por los carriles de la seguridad y la 

legalidad y la defensa de los derechos por las vías procesales, recursivas 

y reclamativas. (Pág. 452) 

 

Lo que sí cabe precisar contra la Resolución de la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor es que se ha considerado, doctrinariamente, al 

interés para obrar como supuesto de presupuesto procesal, cuando lo 

adecuado es que forma parte de las condiciones de la acción o 

presupuestos materiales. 

 

Por los motivos mencionados anteriormente, estoy acorde con el acto 

administrativo definitivo de la Sala, toda vez que no correspondía que J. B. 

F. S. interponga denuncia contra V. C. S.A. por vulneración a los arts. 49° 

y 51° del Código del Consumidor, dado que no se tenía interés para obrar 

y por lo tanto el órgano resolutor no podría pronunciarse sobre el fondo de 

la controversia. 

 

V. CONCLUSIONES 

 La denunciada sí puede ofrecer medios probatorios extemporáneos, en 

el recurso de apelación, al ser un elemento probatorio importante la carta 

notarial de fecha 27 setiembre 2019, toda vez que dicha carta sirvió para 

acreditar la inocencia del presunto Infractor. De lo contrario, se 

vulneraría el principio de verdad material y debido procedimiento 

administrativo. 
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 No resulta adecuado el argumento de la empresa denunciada al 

cuestionar la competencia del Indecopi sobre la presunta infracción al 

Código de Protección y Defensa del Consumidor en base a una supuesta 

cláusula abusiva, pues sí existe competencia para resolver y decidir 

sobre dichos extremos en base a la Constitución Política de 1993 y al 

Decreto legislativo 1033. 

 La empresa denunciada V. C. S.A. en el procedimiento de protección al 

consumidor solicitó inadecuadamente nulidad de la imputación de los 

cargos atribuidos al proveedor, puesto que al no impedir la continuación 

del trámite del procedimiento no es posible tampoco la interposición de 

recursos administrativos. 

 La secretaría técnica en su resolución de admisión de trámite e 

imputación de cargos no efectuó una adecuada previsión normativa 

aplicable al caso concreto, hecho que fue integrado y corregido luego 

por la Comisión de Protección al Consumidor. 

 No me encuentro de acuerdo con la resolución final de la Comisión de 

Protección al Consumidor, salvo en el extremo que resolvió (de acuerdo 

a los medios probatorios que existía en el proceso) sobre la respuesta a 

la carta notarial. 

 Me encuentro de acuerdo, en todos sus extremos, con la resolución de 

la Sala Especializada en Protección al Consumidor, ya que ha analizado 

la procedencia de la denuncia antes de la emisión del pronunciamiento 

sobre el fondo del asunto para la presunta infracción de cláusulas 

abusivas. 
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VII. ANEXOS 

 

 Denuncia 

 Descargos 

 Resolución emitida por la Comisión de Protección al Consumidor 

 Recurso de apelación 

 Resolución emitida por la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor 
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